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			Este libro nace con la vocación explícita de ser un manual general del periodo contemporáneo. Ello significa que debe centrarse en la exposición ordenada de los hechos, pero que, al mismo tiempo, debe intentar ofrecer las claves que permitan entender el significado de dicho periodo en su conjunto, destacando, dentro de su marco general, aquellos fenómenos que los historiadores acostumbran a considerar como más importantes (y la prelación ya significa avanzar una primera explicación de los mismos). 


			Presentar un libro colectivo obliga en cierto modo a explicitar unos a priori que los diversos autores compartían (con el más-menos que comporta toda aventura intelectual) a la hora de ponerse a escribir y que se tradujeron en el primer esquema de trabajo. En el fondo, buena parte del valor de esta obra dependerá de la sintonía que los diversos autores transmitan a la hora de reflejar unas parecidas inquietudes como historiadores y, al tratarse de un manual, una similar valoración de sus respectivas experiencias como docentes y como profesionales. 


			En relación a esta última faceta, no creo alejarme del sentir común al reflejar una cierta alarma ante el exagerado y creciente peso del «presentismo» que invade la enseñanza universitaria de la historia contemporánea. De hecho, se trata de una tendencia que, en confluencia con una incontrolable y creciente utilización de las denominadas «nuevas tecnologías», y con la supeditación que a menudo aparece respecto las exigencias políticas inmediatas o del mercado, puede volverse en contra de los posibles beneficios de esta situación reciente, propia de las modernas sociedades de la información y del conocimiento.  


			Con todo ello, parece apreciarse un uso creciente de las generalidades a-críticas, de las grandes imprecisiones, así como la desaparición de la perspectiva histórica global que debe acompañar todo quehacer del historiador. A nadie se le esconden los peligros derivados de la tensión periodística a la que todos nos hallamos sometidos. A cada momento aparecen hechos decisivos, «acontecimientos del siglo», etc. Por la naturaleza relativizadora de su mismo trabajo, al historiador le corresponde recordar que tan solo el paso del tiempo puede insinuar algo tan taxativo; de acontecimientos cuya influencia se prolongue más allá de un lustro existen muy pocos; los que influyen a más de una generación son realmente excepcionales. 


			Seguimos creyendo que el conocimiento ordenado y ponderado de los hechos es inseparable del conocimiento histórico y permite visiones más equilibradas y críticas de las cosas, al tiempo que nos confiere la verdadera libertad de análisis. Somos conscientes del alcance que durante las décadas centrales del siglo XX tuvo el paso del intelectual al doctrinario (con todos los extremos que ello conllevó). Pero aun en esta situación, que a estas alturas resulta ya tan cargante, la exposición universitaria nunca debería estar concebida para agradar a una determinada situación o escuela. 


			Claro está que no se trata de rechazar de plano esta historia que denominamos del «tiempo presente», del «mundo actual», etc., y que a menudo disputa sus fronteras con el periodismo, la politología, la antropología o la sociología (y si no hubiésemos perdido su conocimiento, incluso con la filosofía). La participación de los historiadores en esta tarea de inmersión sincrética e interdisciplinaria en el presente, dará cuanto menos como resultado una mejor ordenación de los temas, así como de la verdadera avalancha de la información de que disponemos hoy en día. De esta forma, el historiador futuro encontrará un camino ya desbrozado; al mismo tiempo, dispondrá de muchos elementos para comprender las distintas valoraciones que se han ido realizando de su objeto de estudio.  


			De hecho, y por definición, la historia constituye un proceso que se abre al presente y, con ello, al futuro. Esta tendencia no depende exclusivamente de la movilidad propia que genera el transcurrir del tiempo físico, sino que también refleja una movilidad de tipo cultural, de una gran carga subjetiva: los hechos del pasado no paran de transformarse ante la mirada de los tiempos que le suceden. Claro está que ningún futuro podrá cambiar la realidad del pasado, pero sí —y la circunstancia no es nada desdeñable— la imagen histórica que se tiene de él. Una deformación extrema de ello la observamos en aquellos análisis que parten de diversos apriorismos (doctrinales o metodológicos, por lo común) y que han presentado una tendencia innata a considerar su presente como la «coronación de todos los tiempos», en aquel convencimiento de que la historia humana transcurre del menos al más y del que se burlaba el gran historiador suizo Jacob Burckhardt al atribuirles la afirmación «de que todo lo anterior solo ha existido en función de nosotros».  


			Lo cierto es que no podemos olvidar, con Federico Chabod (otro de los destacados que reflexionó en profundidad a la hora de publicar sus cursos universitarios), que los problemas que se plantean los grandes historiadores están íntimamente relacionados con las preocupaciones de su presente. Sus grandes interrogantes nacen de su propia consciencia, mientras buscan en el pasado algún tipo de respuesta. También como tantos otros, el mencionado historiador italiano no puede por menos que constatar como, una tras otra, todas las generaciones retoman el estudio de los mismos temas, periodos o personajes del pasado, compartiendo la convicción de que son los que han influido decisivamente en el transcurso de la Historia. 


			En consecuencia, ninguno de los grandes problemas de la Historia puede considerarse definitivamente cerrado o resuelto, sin que este relativismo signifique que la subjetividad extrema impida el trabajo riguroso del historiador (puesto que es en el procedimiento y método de análisis donde debe buscarse su rigor científico). Del nivel de la sensibilidad intelectual del historiador va a depender cómo interroga al proceso histórico, redescubriendo sus líneas de continuidad, los cambios relevantes (revolucionarios o no), los grandes ejes y su inevitable localización territorial (ningún manual puede leerse sin la compañía de un Atlas histórico o simplemente geográfico), así como la localización de aquellos momentos de especial densidad histórica que tanto nos ayudan a explicar los comportamientos individuales y colectivos. 


			Constituye una verdadera obviedad recordar que la periodización representa —a menudo de una forma incluso inconsciente y difusa— uno de los ejercicios más propios y característicos de los historiadores. Todo historiador sabe a la perfección que en ello estriba uno de los posicionamientos más sofisticados de su práctica profesional y por ello, muy a menudo, las grandes polémicas entre historiadores se han centrado en el establecimiento y justificación de una cronología, de una fecha simbólica o representativa de tal o cual corriente, de un lapso de tiempo que pueda considerarse frontera. Y lo cierto es que la reflexión sobre el tiempo no resulta nada fácil. 


			El siglo XX se inició, precisamente, con la reivindicación de la complejidad y la subjetividad del tiempo (magistralmente noveladas por Marcel Proust o James Joyce). Hasta entonces, el tiempo había sido tratado de una forma fundamentalmente lineal: podemos recordar el caso verdaderamente peregrino de aquel obispo anglicano que a mediados del Ochocientos y coincidiendo con la difusión de las teorías darwinianas utilizó el método genealógico para fechar el origen del mundo, resultándole su inicio el 28 de octubre del 4004 antes de Cristo. Al paso del tiempo físico o matemático, desde el arranque del novecientos se le uniría la consideración del tiempo vital o natural (estacional, etc.), del tiempo personal (dilatándose o encogiéndose según momentos o estados de ánimo), del económico y el profesional, del social, del cultural y político, etc. El establecimiento de una determinada periodización no puede sujetarse exclusivamente a las exigencias del método (ya lo vimos en el caso extremo del obispo anglicano); debe tener presente, además, toda esta complejidad, subjetividad y tensión que se explica siempre por relación a las características de cada periodo histórico. 


			Todas estas reflexiones referidas a la complejidad del tiempo histórico y a la periodización se complican extraordinariamente a medida que ampliamos el espacio cultural-geográfico a estudiar. La tendencia a la mundialización, inherente a la dinámica contemporánea, representa la progresiva incorporación de continentes y civilizaciones que nunca se han regido por el calendario cristiano occidental, y de culturas cuya valoración del paso del tiempo dista mucho de la europea: millones de musulmanes o de chinos, pongamos por caso, viven referidos a un calendario absolutamente distinto al de Occidente. Hasta que a partir de 1900 no se inició el proceso de imposición de una hora oficial y de los husos horarios que permitían establecer la hora mundial, el «localismo temporal» fue la norma. 


			Todo manual de Historia, provisional por definición, tiene el deber de avisar al lector-estudiante que las periodizaciones cerradas son válidas tan solo desde una perspectiva didáctica. A medida que profundizamos e incorporamos más información para contrastar en nuestros análisis, más se resienten los compartimientos estancos y las tipologías que constituyen y sustentan las periodizaciones. Pero lo cierto es que la docencia implica la referencia, si se quiere algo estereotipada, a una cronología y a unos periodos.  


			En la línea de la que utilizamos en la actualidad, el precedente inicial de la periodización histórica lo hallamos en los cursos de «Historia y elocuencia» que realizaba Christopher Keller en la Universidad inglesa de Halle a fines del siglo XVII (y que terminó por publicar en un libro de un éxito más que notable). Fue él quien introdujo la distinción entre la historia «antiqua», el «medii aevi» y la historia «nova». Keller (conocido como Cellarius), de hecho lo que hacía era recoger y sistematizar un clima cultural, aparecido unos dos siglos antes, en el que se «descubría» lo medieval desde la «revolución» humanista; pero el éxito de su propuesta no hace sino indicar su potencial docente. 


			Como es lógico, a nosotros no nos corresponde realizar una periodización generalista como la indicada. Con todo, el hecho de circunscribirnos al periodo denominado contemporáneo (la actual historia «nova», donde debemos hallar aquello de lo que somos tributarios directos) no nos exime de un comentario acerca de la cronología que establecemos como frontera de estudio, tanto la inicial como la final. Esta explicación se hace más necesaria, si cabe, cuando enseguida se aprecia que no hemos optado por aquella cronología más tradicional, que hace arrancar el periodo contemporáneo de la doble revolución (la política liberal y la económica industrial) de fines del siglo XVIII. De la misma forma ocurre con la cronología final, en la que no respetamos la separación académica más al uso, que diferencia lo contemporáneo de lo actual. 


			Contrariamente, el presente manual ha optado por centrar su atención en el periodo que transcurre entre 1848 (esto es, mediados del siglo XIX) y nuestros días (aunque el tratamiento que se da al periodo 1990 hasta hoy sea de un carácter más ensayístico que descriptivo). Así pues, lo que se aborda es el estudio del siglo XX considerado en su dimensión más «larga» (así pues, lejos del punto de vista de «siglo corto» que propuso E.H. Hobsbawm): nos resulta imposible olvidar que desde la democracia o el populismo político a la fotografía, a la estadística o incluso a la bicicleta, casi todo lo que determina nuestra forma de vida actual se puso en marcha ya en la segunda mitad del siglo XIX.  


			Podría optarse por el punto de vista de Geoffrey Barraclough, cuando en su renombrada Guía de la historia contemporánea (1.ª edición inglesa de 1964) situaba el punto de inflexión donde daba comienzo lo realmente contemporáneo en coincidencia con la desaparición política de Bismarck, hacia 1890. En este momento histórico, dicho historiador argumentaba que era cuando los problemas que interesaban a su generación en el momento de escribir su libro, habían adquirido por primera vez una «fisonomía clara». 


			Paradójicamente, unas décadas más tarde creo que la frontera la debemos retrotraer a mediados de aquella misma centuria. No vamos a pretender, ahora, enmendar la plana a todos los que han situado una frontera decisiva en el periodo que se abre con el fin de la Segunda Guerra Mundial. El origen de muchos de los conflictos actuales debe buscarse en la remodelación del mapa mundial diseñado en aquella posguerra y en el proceso descolonizador que llevó aparejado. 


			Pero una cosa es situar el origen inmediato de algunos conflictos y otra bien distinta es disponer de los elementos básicos que nos permitirán entender el significado de los temas de fondo, de las tendencias de largo alcance, de los ejes persistentes en las políticas exteriores, de la tensión (incluso la pasión) que se pone en la utilización de los grandes conceptos, etc. Creo que debemos valorar, ahora más que nunca, la aportación de Pierre Renouvin al estudio de las relaciones internacionales. Cuando en su libro Les origines immediates de la Guerre (1925) introdujo el estudio de la cultura y la sociología políticas, de la demografía o de la economía y la técnica en la historia diplomática, pudo hablar de aquellas «fuerzas profundas» que determinan las decisiones de los estados y que a menudo se justifican con el inquietante concepto de la «razón de Estado». 


			Si nos fijamos en los grandes temas que configuran nuestro presente creo que fácilmente podremos ponernos de acuerdo en que su origen o su justificación más directa no lo debemos situar ni en 1945 ni en 1890, sino, precisamente, en la segunda mitad del Ochocientos. Claro está que también entonces podría argumentarse que se están utilizando temas, tendencias y conceptos generados en la segunda mitad del siglo XVIII; pero por este camino deberíamos retrotraer nuestro análisis, cuanto menos, a la crisis bajo medieval y está claro que no es el caso. 


			Cuando se discute sobre la democracia, la mundialización, la relación tensa entre política y economía, las exigencias de la geopolítica, el papel revolucionario jugado por la técnica, la nueva dimensión del nacionalismo, el moderno desequilibrio norte-sur, la aparición de las políticas populistas de izquierda-derecha, el Estado y su intervencionismo extremo, sobre el papel de los intelectuales y de la cultura y muchos otros temas más, de hecho se está aludiendo a la tensión creciente de su puesta en marcha real (no teórica), la cual se había configurado en esta segunda mitad del siglo XIX europeo.  


			Los testimonios de ello son innumerables, hasta el punto de superar las posibilidades de un texto introductorio como este. Antes de adquirir su gran popularidad como novelista, en 1863, Jules Verne escribe su obra París en el siglo XX. El protagonista, Michel, se siente desconcertado por una sociedad futura determinada por la opresión moral y por unos índices enormes de uniformización como consecuencia de la tiranía del progreso técnico. Un par de años antes, el positivista italiano Carlo Cattaneo (que muere en 1869, sin ver apenas la «revolucionaria» apertura del canal de Suez) aún difundía su programa de modernización política en base al progreso científico y hablaba del ferrocarril como del elemento que había permitido conectar la Historia con la Geografía y abrir de este modo el proceso irreversible hacia la mundialización. 


			Ya fuese en su versión más literaria o en la científica, las preocupaciones se irán centrando en la evidencia de que el mundo que va tomando forma a partir de esta segunda mitad del Ochocientos va a transformar en poco tiempo la misma faz de la Tierra y las formas de vida tradicional que aún subsisten. Citemos de nuevo a J. Burckhardt y a sus «Reflexiones» sobre la historia universal (realizadas en gran parte durante los años setenta del siglo XIX), las cuales parten de un interés real por la democracia pero que terminan por reflejar una gran inquietud por la forma que está tomando la implantación real de la misma y por las consecuencias culturales, sociales o políticas que de todo ello se van a derivar. Y es precisamente la preocupación que lo hace cauto y clarividente, llegando a ver que no tardará en concretarse una gran disyuntiva entre la «democracia total» y «un despotismo absoluto y violatorio de todos los derechos», ejercido por «jefaturas militares de pretendido cariz republicano»; que «el Estado militar que se avecina va a convertirse en una gran fábrica» y que este Estado va a asumir la tutela de la cultura y orientarla «según sus propios gustos». 


			El presente manual, a fin de analizar esta tensa transformación (la compleja «construcción del presente») así como sus grandes manifestaciones divide este proceso histórico en cuatro grandes periodos: el primero se titula «Del triunfo del Estado-nación a la crisis de la hegemonía europea (1848-1914)»; el segundo: «La “Guerra de los Treinta Años” del siglo XX (1914-1945)»; el tercero: «El mundo bipolar y la descolonización (1945-1991)», y el cuarto y último: «La era de la globalización (de 1991 a nuestros días)». 


			Excepto el último de estos apartados, que por su inmediatez viene tratado de una forma algo más general, los tres primeros vienen analizados desde dos perspectivas complementarias: en un primer bloque se analizan la dinámica política y de las relaciones internacionales; a continuación, vienen desarrollados unos llamados «temas transversales», donde se concretan temas de dinámica demográfica y social, de economía, de los grandes sistemas doctrinales, de la dinámica cultural general o de la evolución (¿revolución?) técnico-científica. 
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			Introducción  


			

			


			En el París de finales de febrero de 1848 estallaba la revolución, y lo hacía con un estruendo similar a como lo había hecho en 1789. Ahora, sin embargo, los actores eran otros. Buena parte de Europa, así como el conjunto de las sociedades atlánticas, habían implementado, en mayor o menor grado, algunas de las innovaciones propias del liberalismo. El camino que quedaba por delante, en materia de progreso del constitucionalismo, de edificación de la moderna ciudadanía y de conformación del Estado contemporáneo, era, sin embargo, largo y complicado.  


			A punto de alcanzar el ecuador de la centuria, la indisposición de algunos segmentos de las elites sociales de la nación, con una presencia determinante de la mediana y de la pequeña burguesía de negocios, convergía con el malestar de las masas populares. Si aquéllas estaban disgustadas por la estrechez de los límites representativos que fijaba el sistema electoral, éstas se mostraban descontentas, en particular, con las condiciones de vida y de trabajo que se veían obligadas a soportar. La suma de ambos vectores —contestación a las restricciones participativas e intranquilidad social—, facilitaba la irrupción de las multitudes urbanas en la escena pública.  


			En esta ocasión, los revoltosos, con una notable representación de estudiantes y de obreros en su seno, al fin y al cabo exponentes de la emergencia de la universidad liberal así como del taller y la factoría industrial, conseguían, haciendo uso como fuerza de choque de algunos batallones de la Guardia Nacional, la abdicación de Luis Felipe de Orleáns y el establecimiento de la República, la segunda de las francesas. El aliento de 14 de julio parecía recobrarse. Ahora no había, como bien sabían los combatientes emplazados tras las barricadas, Bastilla que abatir; pero sí múltiples barreras de orden político y social que derribar. No fueron, sin embargo, las jornadas parisinas el primer síntoma de que otra oleada revolucionaria recorría el continente y ponía en cuestión las bases del sistema social y de Estados establecido, en el Congreso de Viena de 1815, bajo la inspiración de Klemens de Metternich. Como mínimo cabe anotar un par de antecedentes en la impugnación del rígido conservadurismo general y de la legitimidad política de los derechos de los príncipes soberanos.  


			Las revueltas rurales y urbanas habían puesto de manifiesto, en los dos años anteriores y en el corazón de Europa, las dificultades asociadas al crecimiento económico y la pervivencia, como modalidad de contestación pública, de los cíclicos motines de subsistencias y contra las fiscalidades usuales en tiempos del Antiguo Régimen. Más próxima en el tiempo, un mes antes de la revolución de París, en el reino de Nápoles se había desencadenado una revuelta de matices cívicos. En la Italia meridional, los insurrectos consiguieron que Fernando II concediese, a regañadientes y con ciertas salvedades, una Constitución de características liberales que limitaba la arbitrariedad de los poderes borbónicos.  


			En cualquier caso, la transferencia de la centralidad de las turbaciones a la capital francesa confería a éstas otro cariz y, sin duda, mayor calado. París recuperaba, como en 1789 o en 1830, el papel de motor y foco propagador de las transformaciones institucionales en los países de su entorno. El pueblo, actor colectivo al que se otorgaba el protagonismo de las jornadas, y en quien se depositaban las esperanzas de futuro, tenía, es cierto, unos límites poco definidos aunque, en todas partes, una advocación crecientemente generalizada. A él ya se habían referido, en marzo de 1829, los cronistas que daban cuenta de los festejos que acompañaron la toma de posesión del presidente norteamericano Andrew Jackson. Una multitud entusiasta y desordenada, enérgica, presentada como vulgar en sus modos y vestimentas, irrumpe en la Casa Blanca y se mezcla, en abierto contraste y para sorpresa de muchos de ellos, con dignatarios y con diplomáticos procedentes del otro lado del Atlántico. Aquí, en los años treinta, el sacerdote liberal francés Jean-Marie Lamennais, reservará, a ese pueblo, el diseño del futuro en el opúsculo Palabras de un creyente. Y, en mayor o menor medida, el pueblo será invocado, con ilusión o con pavor, por los románticos interesados en la reforma social; entre ellos, autores tan diversos como Thomas Carlyle, Victor Hugo o Alphonse de Lamartine. En 1846, Jules Michelet aseguraba con complacencia, en su libro Le Peuple, que «el calor viene de abajo». Dos años más tarde ese sujeto colorista y potente dejaba de ser una creación literaria y emergía, a imitación de la coalición jacobina, en los entornos populosos de las capitales europeas. El pueblo resultaba ser, en la práctica, la resultante interclasista de la convergencia en la acción colectiva de artesanos de oficio, estudiantes y trabajadores proletarizados, de segmentos del campesinado, de pequeños comerciantes, médicos y abogados, de libreros y periodistas.  


			Alimentada por este bigarrado sujeto colectivo, la tensión primaveral de 1848 se prolongaría durante meses. Todavía un año más tarde, el 9 de febrero de 1849, los revolucionarios romanos —demócratas, románticos y nacionalistas— proclamaban la República y, tras expulsar al Papa Pío IX, confiaban el gobierno a un triunvirato, encabezado por Giuseppe Mazzini. Quien había sido el fundador, sucesivamente, de la Joven Italia y de la Asociación Nacional Italiana, había abandonado el exilio parisino para dirigir en Milán la resistencia contra los ejércitos austríacos que querían restablecer el statu quo alterado. A renglón seguido, Mazzini se convirtió en el portaestandarte del fugaz gobierno romano. Un régimen que contaba con el apoyo de Giuseppe Garibaldi, el gran patriarca del republicanismo liberal italiano e internacionalista, europeo y americano, y, con él, con la legitimación de la corriente heroica del Risorgimento y del despertar del pueblo redentor a la vida pública.  


			En Roma, la experiencia duraría siete meses y sólo acabó gracias a la intervención de los cuerpos expedicionarios que, procedentes de Francia, Nápoles y Austria, acudieron en auxilio del Pontífice. También de España. Aquí, como en otras partes, la iniciativa gubernamental no pasó sin contestación por parte de las emergentes fuerzas de la izquierda liberal. Tanto en las Cortes como en la prensa, progresistas y demócratas rechazaron el envío de tropas contra la república romana, y lo hicieron por múltiples razones. El argumento decisivo, como aseguraba un diputado progresista, era que la República de Roma «es hoy la [fuente] de la civilización, la del progreso de las sociedades políticas; es la causa de los principios sobre los cuales se asientan todos los Gobiernos de justicia, todos los Gobiernos de libertad». Al fin y al cabo, la revolución había dejado de ser parisina o romana para devenir europea y, a la manera como se entendía por entonces, universal. 


			La primavera y el verano de 1849 experimentarían el reflujo de un ciclo de agitaciones que afectó, además de a Francia y a los restantes territorios italianos, a Prusia y a los diversos Estados alemanes, así como a los dominios de la corona austriaca de los Habsburgo. Entre estos últimos, y de manera singular, los tumultos incidieron en una Hungría apostada tras el liderazgo patriótico de Lajos Kossuth. Otros entornos menores del continente, ya fuese por la débil intensidad de las revueltas o por su carácter periférico, vivieron también con inquietud unas jornadas que, por su extensión y motivaciones, pasaron a ser conocidas, en aquellos mismos meses y por la posteridad, como «la primavera de los pueblos».  


			En realidad, una vez pasado el primer momento de euforia democratizadora y nacionalista, la estabilidad política acabó siendo, después de 1848, tan duradera y profunda como la ensayada tres décadas antes, bajo la etiqueta de Restauración. Con la pérdida de fuerza del flujo revolucionario se impondría, aunque con sobresaltos episódicos, como el de la guerra de Crimea de 1854 a 1856 o la Comuna parisina de 1871, la bajamar liberal y burguesa, el equilibrio de las potencias y el afianzamiento de un orden social que, aunque novedoso en sus rasgos esenciales, no dejaba de contar con persistencias del Antiguo Régimen.  


			En Europa, y en buena parte del mundo, se afianzaría, hasta la primera década del siglo XX, un panorama presidido por el crecimiento económico y la expansión territorial de la moderna sociedad industrial, el funcionamiento de marcos institucionales de cuño liberal y parlamentario, la conformación última de buena parte del moderno Estado-nación, la regulación de los desacuerdos internacionales mediante una compleja actividad diplomática y la emergencia imparable de nuevas modalidades de conflicto social. El socialismo y el obrerismo evolucionaron tanto en el seno de los respectivos marcos nacionales como en su dimensión internacional. En 1864 se creaba, en Londres, la Asociación Internacional de Trabajadores. Más allá de las estructuras organizativas, se perfilaban con mayor nitidez, en sus rasgos fundamentales, tanto ideologías originales de carácter comunitario como movimientos sociales de base artesanal y obrera. El marxismo, y en ciertas áreas el anarquismo, tomaba el relevo al socialismo romántico. El cooperativismo y el sindicalismo precedían, aunque no anunciaban necesariamente, la eclosión en los años 1880 y 1890 de la socialdemocracia. Con todo, el equilibrio político y social quedaría asegurado, gracias a las reformas liberalizadoras adoptadas en los años sesenta, hasta la gran crisis que se abrió con el inicio de las hostilidades de la Gran Guerra (1914-1919).  


			Como acabamos de apuntar, la generalización de los marcos liberales de diseño de las políticas generales se produjo en paralelo a la emergencia o consolidación de flamantes Estados nacionales, tanto en América Latina como en Europa. Con perfiles casi exclusivamente republicanos, el conjunto de países confirmados en su independencia tras la batalla de Ayacucho, procurarían resolver, bajo premisas liberal-conservadoras, su destino nacional. El proceso aparecería marcado por las dificultades presupuestarias; por la militarización heredada de las guerras de independencia; por la permanente tensión entre los modelos unitarios y los federales, y aun los de naturaleza confederal; por el quimérico encaje de los pueblos indígenas en los esfuerzos de nacionalización de las elites criollas; así como por el conflicto, en absoluto nimio, entre los proyectos secularizadores de las minorías liberales y la herencia cultural católica. Mientras tanto, en Europa, con una Iglesia católica replegada sobre sí misma, adquirirían singular trascendencia la conformación de las nuevas naciones italiana y alemana. En este último caso dejando atrás el estadio previo de las agrupaciones arancelarias y de las combinaciones cívico-económicas, prohijadas por el economista Friedrich List y concretadas en el vínculo aduanero de los Estados alemanes del Norte conocido como Zollverein.  


			Junto a las unificaciones, el mapa político se transformaba en el decenio de 1860 con la Segunda Acta de Reforma en Gran Bretaña y el establecimiento del dominio en el Canadá (1867), la sustitución del Segundo Imperio por la Tercera República en Francia (1871), el acuerdo constitucional entre Austria y Hungría (1867), la revolución liberal en España (1868), las evoluciones constitucionales en Grecia (1864) y Serbia (1869) e, incluso, con las iniciativas de tímido reformismo social en la Rusia de Alejandro II (1861/1864).  


			Más allá de los escenarios europeos, la guerra civil norteamericana, con la subsiguiente erosión de lealtades particulares y la emergencia de una fuerte identidad nacional, las interferencias occidentales en China o la apertura de Japón, tras la revolución Meijí, a los valores provenientes de Occidente, apuntarían dinámicas de globalización del modelo del moderno Estado-nación. Las citadas agitaciones constitucionales instaurarían, pues, en buena parte de la Europa occidental, y en otras áreas del planeta, unas normas parlamentarias y constitucionales estables. 


			Los procesos anotados, el liberal y el nacional, vendrían acompañados por el impulso inusitado de la expansión imperialista. Un florecimiento que contribuiría tanto a la reorganización del espacio central del Viejo Continente —la Mitteleuropa articulada por la monarquía dual austro-húngara de 1867— como a la proyección política, económica y cultural de éste en el conjunto del mundo. El contrapunto necesario, para la primera de las realizaciones así como para el peso del imperio zarista, fue la progresiva pérdida de influencia del poder otomano. A la pérdida de Grecia, en 1829, se le sumarían ahora el desgajamiento de Rumania (1856), Montenegro (1862/1863), Bulgaria y Bosnia-Herzegovina (1878). La denominada cuestión de Oriente, cuyos orígenes se remontaban a las agitaciones de 1830, pasaría a ser, desde mediados de siglo, el principal foco de inestabilidad continental. El bagaje de complejidades diplomáticas se completaría con la expansión del colonialismo, y el reparto territorial de continentes enteros, y la definición interna de las fronteras centro y sudamericanas. 


			Si las revoluciones del 48 tuvieron como telón de fondo los ideales y valores propios de la cosmogonía romántica del individuo y el pueblo, la noción de progreso científico, el materialismo, el positivismo y el darwinismo, científico y social, constituirían los referentes culturales e intelectuales que custodiarían y acreditarían la moralidad de la tarea imperialista: británicos y franceses contarían con el aval que les facilitaba la supuesta superioridad moral de su estadio de civilización y la incuestionable supremacía en materia científico-técnica y militar. Si el uso de la quinina permitió, desde mediados de siglo XIX, acceder a escenarios vetados con anterioridad, la revolución de las armas de retrocarga y de repetición, el desarrollo de la navegación a vapor y el de las cañoneras fluviales, entre otros avances de la tecnología armamentística, aseguró el éxito en los combates contra las formas de poder más variadas, del ancestral imperio chino a los débiles reinos del África subsaharina, y la victoria ante los pueblos autóctonos aunque éstos superasen en número a las tropas coloniales. 


			La expansión europea arrancaba, como hemos señalado, de la convicción de hallarse en un estadio de civilización superior. En toda Europa, el desarrollo de los marcos universitarios y académicos había acompañado, en los decenios centrales del Ochocientos, a la emergencia de las historias nacionales, al crecimiento del negocio editorial y a la expansión y modernización de la prensa. En el último tramo del siglo XIX buena parte de los Estados nacionales europeos habían adquirido conciencia de que, aun siendo importante la generalización de los derechos políticos y de las libertades cívicas, la empresa de erosionar las lealtades locales y provinciales, y de fomento alternativo de la nacionalización de la ciudadanía tenía un importante instrumento en la escuela y en la articulación del servicio militar obligatorio. El Estado-nación, antes que la parroquia o la patria local y en combinación o alternativamente al viejo principio dinástico, exigía la adhesión de los individuos. 


			La autonomía de la razón y el declinar del peso de las Iglesias en la dirección espiritual de las comunidades y en la regulación de los rituales sociales, en otras palabras, la creciente secularización de las sociedades occidentales, tuvo como contrapunto necesario la posterior emergencia de filosofías vitalistas que pusieron en evidencia los límites de la Europa burguesa y el empuje de la nuevas generaciones dispuestas a enfrentar, con renovado espíritu crítico, el malestar propio de un cambio de siglo, el del XIX al XX, presidido por el lento pero irreversible surgir de la sociedad de masas. 


			

			


			Algunas razones para un nuevo período revolucionario 


			

			


			El vasto ciclo revolucionario de 1848, un torbellino de agitaciones que atravesó gran parte del continente europeo durante un año y medio, se nutrió de la acumulación de una compleja serie de razones. La desazón provocada entre las clases populares por el desarrollo del capitalismo había dado ocasión, en los años previos y en la mayor parte de las sociedades occidentales, a agitaciones causadas por las condiciones laborales, y de vida cotidiana, de los obreros industriales, por la pérdida, o redefinición, del cometido de artesanos y trabajadores cualificados a raíz de la mecanización y la implantación de modalidades inéditas de organización del trabajo, y, en fin, por las contrariedades que afectaban a un campesinado sometido a las modificaciones que el liberalismo introducía en los sistemas de propiedad de la tierra. 


			El malestar frente a la racionalidad social y económica del capitalismo liberal se manifiesta en paralelo, y en ocasiones de forma interrelacionada, con las exigencias de ampliación de los mecanismos de participación en el bosquejo de las políticas oficiales. Las expansivas clases medias, y amplios segmentos del universo plebeyo propio de las modernas sociedades liberales abogan, con mayor o menor énfasis —según las coyunturas, las expectativas y los temores de unos y otros— por la generalización de los derechos ciudadanos. Más allá de la conquista del sufragio, la búsqueda de protagonismo surge del seno de la sociedad civil y, en numerosos escenarios, de Francia a América Latina pasando por los Estados Unidos, de modalidades armadas de presencia ciudadana. Las guardias nacionales o populares encuadran a segmentos particularmente activos de unas clases que, a menudo, se ven privadas, o muestran escaso interés, por las fórmulas comiciales de participación. En general, toda esa gama de requerimientos chocarán con los usos arbitrados por el liberalismo doctrinario en favor de la restricción del sufragio y de la limitación de los marcos de libertades —de asociación, de manifestación, de sufragio, de culto o de prensa.  


			En ciertos casos, el recelo popular frente a lo existente se veía agravado por los efectos de las crisis cíclicas originadas en los desajustes que sufría el mercado entre la oferta y la demanda. También, como entre 1845 y 1848, por la combinación de epidemias que destruían las cosechas de productos básicos en el consumo popular —los cereales o la patata—, de largos y fríos inviernos que agotaban los recursos acumulados y de pandemias, como la del cólera, que impactaban sobre una población subalimentada. En la Francia de 1847, para no ir más atrás en el tiempo, el encarecimiento del pan había provocado revueltas y diversos asaltos a convoyes de trigo. Las algaradas y la presión parlamentaria llevaron al gobierno Guizot a importar grano extranjero lo que, aun parando el primer golpe, contribuyó inmediatamente a aumentar el déficit presupuestario. 


			La importancia que a esas alturas del siglo había adquirido el circuito atlántico se ponía de manifiesto por múltiples vías. Ciertamente lo hacía en lo referente a la traslación de plagas y epidemias: el hongo Phyophtora infestans que afectó en 1842 a la costa este de los Estados Unidos se encuentra tras las crisis de los tubérculos en Europa y, por lo tanto, de las crisis de subsistencias que preceden a la oleada revolucionaria de 1848. Pero también se plasmaba en el creciente volumen de la emigración hacia América. Esta movilidad transoceánica, puesta de manifiesto singularmente en el caso de Irlanda, aunque extensible a la Europa central y a la mediterránea, permitía aliviar temporalmente la presión social derivada de tal estado de cosas. Por seguir con el caso apuntado, los ocho millones y medio de irlandeses de 1845 se habían convertido en apenas seis a la altura de 1850. La drástica reducción demográfica puede atribuirse, casi mitad por mitad, al efecto de las epidemias y el hambre, por un lado, y a la emigración, por el otro. La geografía de la catástrofe fue, con todo, más amplia y llegó hasta el corazón de la Europa continental afectando, entre otros escenarios, a Flandes, la Silesia prusiana y la Galizia austríaca.  


			A menudo, la cuestión social se solapaba con las agitaciones políticas. Acaso el ejemplo más acabado de esta modalidad pudiera ubicarse en el Reino Unido. La decepción suscitada por la limitada reforma electoral de 1832, combinada con la persistente crisis económica, dio origen, entre 1837 y 1838 al movimiento político obrero conocido como cartismo. Con el apoyo de sectores radicalizados de las clases medias, las reivindicaciones recogidas en la llamada Carta del Pueblo gravitarían con fuerza, hasta 1848 —instante en el que el impacto de los acontecimientos parisinos revitalizaría las demandas cartistas—, sobre la vida británica, tanto en su dimensión parlamentaria como en el ámbito paralelo de la presión social. 


			Fue también la falta de flexibilidad en materia de derechos electorales y de acceso a la plena ciudadanía el argumento central que esgrimirían, en primera instancia, los revolucionarios parisinos en febrero de ese último año. Con todo, el combustible que extendería por el continente la llama de la revolución tenía una composición más compleja. La exigencia de derechos y libertades cívicas se aunaba a reivindicaciones nacionales y lingüísticas. La denuncia de los escándalos, prevaricaciones y sobornos derivados de la colusión de intereses entre financieros, jueces y políticos se mezclaba con el deseo de ver abolidas las servidumbres y con las más variadas esperanzas de emancipación social. La agenda no podía ser más variada. 


			Para los gestores de la Europa de la Restauración, el fantasma de la revolución tendría, en la mayoría de las ocasiones, una explicación complotista: la agitación hundiría sus raíces en la actividad conspirativa de las sociedades secretas. En rigor, las maquinaciones de carbonarios y radicales, de liberales avanzados y de socialistas románticos, tuvieron un eco limitado. La reclamación de gobiernos constitucionales, la aspiración a la independencia y la unificación de los grupos nacionales de raíz étnica o cultural, y la esperanza de liquidación de los derechos señoriales que habían resistido al embate de las primeras energías liberalizadoras, trascendía los reducidos cenáculos exaltados para encarnarse, desde París a Budapest, y desde Copenhague a Palermo, como exigencias propias de una multiplicidad de protagonistas públicos. 


			

			


			París, capital de la revolución 


			

			


			El inmovilismo del gobierno liberal doctrinario encabezado por el historiador François Guizot había frenado en la Francia orleanista los sucesivos exhortos de reforma electiva y parlamentaria, así como las innovaciones reclamadas en materia laboral y social. El obstáculo puesto a estas peticiones despertó las ansias de reforma y facilitó la plasmación de una amplia coalición de intereses opositores. Una modalidad relativamente novedosa de acción colectiva, los banquetes democráticos, proporcionó a las plurales facciones rebeldes un método con el cual hacer presentes sus demandas. Impulsándolas se encuentra la prensa: Le National y  La Réforme. En las redacciones de estos órganos periodísticos se concentran elementos liberales, en la primera de ellas, y democráticos y vagamente socializantes, en la segunda. Prensa y sociabilidad se funden creando un espacio emergente, alternativo y autónomo en relación al establecido por las reglas de la vida política más oficial.  


			La prohibición de uno de esos ágapes, el que había de tener lugar en París el 22 de febrero de 1848, fue la chispa que activó el incendio. Las manifestaciones hostiles, lideradas por republicanos y contando con sectores anteriormente movilizados de la clase obrera, recorrieron las calles de la capital. Las barricadas, erigidas en los barrios populares, preludian el asalto al palacio real. A esas alturas, Guizot dimitía con la intención de desactivar la protesta. La promesa de Luis Felipe en el sentido de abrir las puertas a un gobierno más reformista, e incluso la abdicación en la persona de su hijo, llegaban tarde: ni una ni otra medida conseguían restar energías a la sedición. La monarquía orleanista caía y su cabeza visible se embarcaba hacia la Gran Bretaña.  


			La revolución se dotaba de una primera plasmación institucional, el 24 de febrero, con la proclamación de la Segunda República, caracterizada, a imagen de la de 1792, como «una e indivisible». La república daba sus primeros pasos con un notable grado de incertidumbre. El Gobierno Provisional, gestionado en las redacciones periodísticas propulsoras de los banquetes, sería encabezado, sucesivamente, por el poeta Alphonse de Lamartine, por el general Louis Eugène Cavaignac y por los republicanos moderados Alexandre Ledru-Rollin y Adolphe Crémieux. En ese primer gobierno figuran también representantes del radicalismo social: Louis Blanc, autor del folleto La organización del trabajo (1839), y el que podrá ser presentado, no sin cierto aparato, como el primer ministro obrero de la Europa contemporánea: Alexandre Albert. Se atribuía a ambos la representación del socialismo y de las masas populares. Los dos sostenían los ideales de asociación y apoyaban exigencias concretas de cooperativas de productores y una red de talleres sociales que debía financiar el Estado, con carácter inmediato, y a fin de absorber el creciente paro obrero. La fuerza de trabajo debía, en teoría, encauzarse hacia labores de utilidad pública.  


			Junto a los talleres, que adoptaron la denominación de nacionales, la presión popular arrancó la reducción de la jornada laboral, de doce a diez horas, la proclamación del derecho al trabajo y la creación de una comisión de Gobierno para los trabajadores que tenía su sede en el palacio de Luxemburgo y que estaba presidida por Blanc. Por lo demás, el Gobierno Provisional implementó un ambicioso programa de reformas legales: procedió a abolir la esclavitud, suprimió la pena de muerte para delitos políticos, garantizó las libertades de prensa y reunión, e implantó el sufragio universal masculino: el censo de votantes pasó de 250.000 a cerca de ocho millones de ciudadanos. 


			A través de este sistema se llevó a cabo, el 23 y 24 de abril, la elección de la Asamblea Constituyente. En ella, los elementos moderados del Partido del Orden, liberales y burgueses, rápidamente organizados en clubes y comités electorales y activando tanto los mecanismos de clientela y deferencia como las prevenciones de la Francia rural frente al radicalismo parisino, obtuvieron la mayoría de diputados. De los 880 constituyentes que se reunieron el 4 de mayo, la mayor parte eran republicanos moderados y orleanistas. Radicales y socialistas apenas contaban con un centenar de representantes. El voto de izquierdas se concentraba en los medios urbanos y, dentro de éstos, en los distritos de significación más popular. La Comisión ejecutiva resultante integró a François Arago, Louis Garnier-Pagès, Lamartine, Ledru-Rollin y, finalmente y como ministro de la Guerra, al personaje clave en la reconducción del proceso político: el general Cavaignac.  


			El viraje atemperado se impondría tras los acontecimientos del 15 de mayo. Una multitud de entre cien y doscientas mil personas, convocadas por clubes de la izquierda republicana y sociedades populares se manifiesta ese día en pro de la sublevación polaca. Polonia, repartida tras el Congreso de Viena entre rusos, austriacos y prusianos, se alza por la libertad. Auguste Blanqui, conspirador insigne, se dirigirá a los concentrados en la Asamblea denunciando la miseria popular y clamando por la solidaridad con Polonia. A su vez, Armand Barbès, desde la tribuna, reclamará la formación de un cuerpo expedicionario que acuda en ayuda de los rebeldes. Unos y otros atacan al hasta hacía poco aclamado Lamartine y ponen de relieve un par de datos que conviene retener. Por una parte, la fértil combinación que se registra entre el apoyo radical a las nacionalidades oprimidas de Europa y la crítica social a las consecuencias internas de la urbanización y la industrialización. Por la otra, el choque recurrente del París jacobino y plebeyo con unos dirigentes moderados que reciben el apoyo de la Francia profunda, del país rural que asiste con estupefacción a la radicalidad de las demandas de las multitudes capitalinas. Una tensión, la que opone campo y ciudad, que irradiará, más allá de la Francia revolucionaria, al conjunto de las sociedades liberales.  


			Reorientar el signo de la revolución llevaría, a la Comisión ejecutiva francesa, a suprimir, en el mes de junio, unos talleres nacionales en los que se habrían enrolado centenares de miles de obreros. La revuelta subsiguiente, entre el 24 y el 26 de junio, fue derrotada por Cavaignac mediante un baño de sangre que cerraría el paso a las perspectivas socializantes y enmarcaría la elección como presidente del sobrino de Napoleón Bonaparte: Carlos Luis Napoleón Bonaparte. Las elecciones presidenciales de diciembre de 1848 darían a éste una victoria abrumadora frente a las diversas candidaturas del republicanismo moderado y avanzado. Dividida la izquierda, al voto del Partido del Orden y al del campesinado, estimulado tanto por el recuerdo de la gloriosa experiencia imperial napoleónica como por el temor a la radicalidad social, se le sumaría, paradójicamente, una buena parte del voto de los trabajadores urbanos. Al fin y al cabo, el principal oponente del nuevo Bonaparte no era otro que Cavaignac, el responsable de la represión militar de meses antes.  


			La estabilización de la República duraría cuatro años, el tiempo que el príncipe-presidente respetó las instituciones surgidas de la revolución. La deriva conservadora se visualizaría, ya en ese tránsito, tanto en la desarticulación de algunas legiones de la Guardia Nacional y el cierre y persecución de clubes, periódicos y diputados radicales como en la aprobación de leyes —educativas, electorales y de prensa— que limitaban la operatividad de la izquierda republicana y restablecían el acuerdo del ámbito gubernamental con segmentos importantes de la opinión católica. Finalmente, y tras el golpe de Estado de 2 de diciembre de 1851, encabezado por el propio Bonaparte, quien adoptaría el título de Napoleón III, se daría paso a la Constitución de 1852 y al Segundo Imperio francés. La existencia de éste se prolongaría, con notables modificaciones en las dosis de liberalismo, hasta la derrota ante los ejércitos prusianos en 1870. 


			

			


			Berlín, la nación y el imperio 


			

			


			La revolución francesa de 1848 actuó como revulsivo para la activación de numerosos movimientos liberales y nacionales en los Estados alemanes. A la consabida agenda liberal y social se le sumaba, en este escenario, la problemática nacionalista que, con mayor o menor intensidad venía haciéndose presente en los círculos intelectuales románticos. En los territorios del sur y del oeste, en Baviera, Baden-Baden, Sajonia, Württemberg o Hannover, los ecos parisinos propiciarían la multiplicación de disturbios urbanos, la proclamación de constituciones y, al mismo tiempo, el estallido de revueltas en las que el campesinado procedía al saqueo y destrucción de los edificios en los que se guardaban las cartas feudales, garantes de los viejos privilegios señoriales. En marzo, las barricadas se alzaban, por fin, en Berlín. El salto cualitativo era importante. En términos nacionales alemanes equivalía a lo que para la dinámica europea supuso el traslado de la centralidad revolucionaria desde Nápoles a París. Era toda Alemania la que se sumergía en la vorágine insurreccional. En la capital prusiana, el monarca, Federico Guillermo IV, se verá obligado a prometer la concesión de una constitución así como a aceptar la elección de una asamblea representativa.  


			A lo largo de marzo de 1848 los gobiernos de los territorios alemanes habían sufrido diversos niveles de colapso. Un par de meses más tarde, en mayo, se reunía en Frankfurt un parlamento surgido del sufragio universal masculino con la aspiración de alcanzar la unidad alemana. Los delegados de los treinta y ocho Estados existentes eran, en su mayoría, profesionales: profesores, jueces y abogados, cuadros de las administraciones gubernamentales, hombres de negocios y miembros del clero protestante y católico. La ausencia de instrumentos reales de poder les llevó a reclamar el auxilio del ejército prusiano cuando, en el exterior de la Asamblea e intentando presionarla, retumban en septiembre los ecos de las revueltas populares. Mientras la calle se agitaba, en el interior de la dieta el debate se polarizaba entre los partidarios de una Gran Alemania que integrase al conjunto de los pueblos de habla germánica —incluyendo a los que se encontraban bajo la tutela de Viena— y los adeptos a una Pequeña Alemania que gravitase sobre Berlín y se proyectase sobre el oeste. La querella se resolvería a favor de estos últimos.  


			La labor parlamentaria acabaría chocando, entre otras, con la fuerza de las resistencias dinásticas: entre abril y mayo de 1849 Federico Guillermo IV dejará claro su rechazo a la corona imperial que le es ofrecida por el Parlamento de Frankfurt. Al fin y al cabo, como argumentará en carta a su embajador en Londres, un Hohenzollern no puede ampararse en la legitimidad que nace de las barricadas sino que sólo puede admitir aquella corona que lleve impresa la sanción divina, aquella que empezando por los Otton, y continuando por los Hohenstaufen y los Habsburgo, había sido ungida durante milenios por los aceites consagrados y había respondido a la impronta del Sacro Imperio Romano Germánico. 


			Al conflicto entre Viena y Berlín se le suma, pues, el que nace de la incapacidad de la casa real prusiana por asumir los principios revolucionarios. Aprovechando el reflujo de la revolución, y sosteniéndose en la oficialidad del Ejército y la simpatía de los terratenientes del este del Elba, el monarca procederá a disolver la Asamblea en junio de 1849; y, a pesar de los levantamientos registrados en Sajonia, Baden y el Palatinado, la Constitución será formalmente abolida en noviembre de ese mismo año. Justo doce meses más tarde, Federico Guillermo IV tendrá que asumir, en Olmütz y ante las autoridades austriacas, la renuncia a los proyectos unitarios siendo recuperada la previa, y muy limitada, Confederación Alemana.  


			Para uso interno, el reino de Prusia se dotará, en 1850 de una constitución. Una parlamento bicameral con representación por tercios en función de la riqueza y la contribución pagada. Aun renunciando al mantenimiento de las servidumbres de tipo tradicional, el sistema electoral garantizaba la hegemonía política de los terratenientes del este —Junkers— y la progresiva incorporación a las elites directivas de los industriales renanos. En cualquier caso, y aunque sólo con la posibilidad de acceder a un tercio de parlamentarios en la Cámara Baja, el sistema no dejaba de garantizar mecanismos de participación a la gran masa de ese actor impreciso denominado pueblo.  


			

			


			El Imperio de los Habsburgo. Las revoluciones italianas y centroeuropeas 


			

			


			A la altura de 1848, el imperio austriaco de los Habsburgo era, junto a Rusia, el Estado más grande y poblado de Europa. En su seno, y enmarcadas por las principales divisiones administrativas (Austria, Hungría, Bohemia), convivían más de una docena de minorías nacionales, étnicas y culturales. No es extraño, pues, que las agitaciones de 1848 tuviesen, en este marco imperial, una decidida vocación nacionalista. 


			En marzo la revolución liberal detonaba en Viena. El día 13 una manifestación de estudiantes y trabajadores condujo, siguiendo la tipología insurreccional clásica, a la formación de barricadas, al enfrentamiento con los soldados y al asalto del palacio imperial. El canciller Metternich se veía obligado a dimitir y, como otros dirigentes continentales de la Europa restaurada, a partir hacia un último exilio en Londres. Si la promesa de concesiones constitucionales permitía reconducir la situación en la capital, no ocurrió lo mismo en otras partes del Imperio. Éste se vio agitado por convulsiones que ponían en riesgo su misma existencia. 


			Aunque con matices, en Italia la agenda de las revueltas de 1848 contenía, como en el caso alemán, y junto al liberal y el social, un argumento añadido: el de la unidad de la nación. En septiembre de 1845, desde las páginas de la parisina Revue indépendante, Mazzini había asegurado que los italianos eran un pueblo de veinte millones de individuos que habitaban un mismo espacio, perfectamente definido por unos límites trazados por Dios, que hablaban una misma lengua y participaban de similares costumbres y creencias, que eran conocidos como tales desde tiempos inmemoriales y que, además, habían dado a Europa y a la humanidad momentos estelares de unidad, ya fuese en tiempos republicanos e imperiales, ya fuese bajo la égida de la Roma papal. Y, sin embargo, ese pueblo no tenía, a mediados de siglo XIX, ni una bandera ni un nombre político en el concierto europeo. Desgajada en diecisiete Estados, esa comunidad se veía sometida a la injerencia austriaca o, alternativamente, a los intereses familiares de algunas dinastías principescas. La misión de la revolución democrática consistía, pues, en superar esos obstáculos y restaurar, en nombre del pueblo, la antigua grandeza nacional.  


			Un año más tarde, en 1846, otro político italiano, Camilo Benso, conde de Cavour, argumentaba en sentido bien distinto. En un libro dedicado a los ferrocarriles en Italia sostenía que la agitación democrática no tenía, debido tanto a los obstáculos exteriores como a la fuerza de las fracturas y rivalidades internas, ninguna posibilidad de llevar a buen puerto la ansiada unidad de la nación italiana. Por el contrario, un par de factores podían contribuir a desbloquear los obstáculos. De entrada, el desarrollo de la red ferroviaria, y por extensión de un sistema de comunicaciones, que provocase un movimiento incesante de personas en todas direcciones. Una movilidad que debería contribuir a destruir las mezquinas pasiones municipales, hijas de la ignorancia y de los prejuicios. Asimismo reclamaba un mayor concurso de los gobiernos nacionales, y muy concretamente aludía al Piamonte como hipotético motor del proceso unitario. 


			Esta última perspectiva tuvo que esperar, para acabar imponiéndose, a que concluyese el ciclo revolucionario de 1848. A los anotados sucesos de Nápoles les seguirían los desórdenes en diversas ciudades de la península. Junto a Fernando I, el Duque de Toscana y el mismo Pío IX se vieron conminados a otorgar a sus súbditos textos constitucionales. A su vez, la Lombardía y el Véneto, territorios regidos por Austria, se alzaron contra la dominación extranjera. La revolución resultó exitosa en la ciudades de Parma y Módena, provocando la activación de la solidaridad nacionalista: el rey el Piamonte, Carlos Alberto, asumió la jefatura y se enfrentó a las tropas austriacas. Tras algunos éxitos menores, los ejércitos italianos fueron derrotados, a partir de julio, por el mariscal de campo Joseph W. Radetzky en Curtatone, Custozza y Novara. La Guerra Nacional, retomada en marzo de 1849 al calor de los acontecimientos de Roma, concluiría, sin embargo, con una derrota definitiva. Radestzky pasó a ser el gobernador general del reino lombardo-véneto y, tras apoderarse de las ciudades de Brescia y Venecia, se estableció en Verona. 


			La península italiana no fue el único frente abierto para los Habsburgo dentro de esa primavera de los pueblos. A las registradas en Italia se sumaban las reivindicaciones autonomistas de Bohemia, Croacia y Cracovia. En esta última localidad, principal foco del nacionalismo polaco, la revuelta fue contestada mediante una modélica combinación de dos instrumentos habituales en la resolución de conflictos en la Europa de la segunda mitad del Ochocientos: la fragmentación del posible frente opositor y el castigo implacable sobre las ciudades revoltosas. En Cracovia, la manumisión del campesinado, mayoritariamente ruteno y sometido a la nobleza polaca, con lo que se restaban potenciales sinergias, acompañó al bombardeo de la ciudad. Por su parte, y desde los primeros momentos de la revolución, el liberal checo Francis Palacky encabezó un movimiento que exigía la unión y la autonomía, dentro del Imperio, de Bohemia, Moravia y Silesia, el reconocimiento del checo como idioma escolar y la igualdad de derechos entre checos y alemanes. Algo muy similar, sobre todo en lo referente a las reivindicaciones lingüísticas y al programa autonomista, que lo propuesto por la dieta croata reunida en Zagreb. La invitación del Parlamento reunido en Frankfurt para que los alemanes de Bohemia se uniesen a la empresa unitaria provocó la escisión del movimiento liberal demócrata en esta región y la subsiguiente llamada paneslavista de Palacky. El congreso que con esta última orientación se reuniría en Praga, visto como una amenaza real de descomposición de la estructura imperial, facilitaría argumentos a Francisco José I para proceder a la conquista de la ciudad y a la dispersión de los asistentes.  


			A su vez, e inflamados por la retórica emancipadora de Kossuth —devino célebre su apasionada defensa de los valores de la libertad en la dieta reunida el 3 de marzo—, los revolucionarios magiares crearon un ministerio liberal y consiguieron que el Parlamento de Pressburgo (Bratislava) exigiese de Viena la libertad de prensa, la convocatoria regular de la dieta y la abolición de los derechos feudales. Al asumir la presidencia del Comité de Defensa, Kossuth llegó a proclamar la deposición de los Habsburgo y la independencia del país. El bloqueo de las expectativas magiares arrancó de la reacción de la Rusia zarista. Nicolás I no estaba dispuesto a facilitar ni la desestabilización del equilibrio de potencias surgido del Congreso de Viena ni la impugnación del principio dinástico, y por ello dio a Austria, en agosto de 1849, la necesaria ayuda militar. Por lo demás, el gobierno revolucionario de Budapest tuvo que encarar la rebelión de las minorías nacionales que vivían en su territorio: serbios, croatas, eslovacos y rumanos continuaban prefiriendo la dominación vienesa, al fin y al cabo más lejana e indirecta, que el proyecto magiar, de inequívoca raigambre étnica. 


			En última instancia, la clausura de la coyuntura revolucionaria exigió la desaparición de las figuras clave de la Europa restaurada. A la retirada de Metternich siguió, en otoño de 1848, la abdicación de Fernando en su sobrino Francisco José I, en paralelo a la disolución de la Asamblea Constituyente y el establecimiento de un gobierno fuerte decidido a liquidar las revueltas por todo el territorio del Imperio. 


			

			


			Un punto de inflexión: la guerra de Crimea (1854-1856) 


			

			


			A principios de los años cincuenta y tras haber jugado un papel destacado en la liquidación de la oleada revolucionaria de 1848, el zar Nicolás I creyó hallarse ante la oportunidad de extender su influencia en Oriente Próximo, de hacerlo, en suma, interviniendo con renovada ambición en los asuntos turcos. En rigor, desde finales del siglo XVIII Rusia había aspirado a aprovechar el declinar del Imperio otomano con el objetivo de ampliar su presencia en los Balcanes y asegurarse el control estratégico de los estrechos que regulaban el paso entre el mar Negro y el Mediterráneo. En 1841, tras diversos episodios en los que las potencias occidentales dieron apoyo condicionado al Imperio otomano en sus conflictos en Egipto, se había establecido una convención de los Estrechos que dejaba asentado el principio según el cual el control del Bósforo y de los Dardanelos era una cuestión de alcance internacional que desbordaba las apetencias respectivas de turcos y rusos. Ahora, el zar esperaba contar con el apoyo austriaco para proceder a revisar dichos principios. Creía que era la contrapartida exigible a la ayuda prestada a los Habsburgo para sofocar las revoluciones de 1848 y 1849. Al mismo tiempo, conjeturaba, de manera algo más imprecisa, la benevolencia del gobierno británico de George Hamilton-Gordon. Supuestamente éste podría estar interesado en asociarse a un hipotético reparto de los Balcanes tras el desplome del control previo de los turcos. Ambas presunciones se revelarían falsas. 


			La intervención rusa se justificó por los conflictos entre católicos y ortodoxos tocantes a la protección de los Santos Lugares, en la Palestina regida por el Imperio otomano. En diciembre de 1852, bajo la presión de Napoleón III, el sultán Abdulmëzit I se pronunció a favor de los derechos de los católicos. En su condición de protector de la Iglesia ortodoxa, Nicolás I envió una misión a Constantinopla para negociar un nuevo acuerdo a favor de aquélla y asegurar sus derechos en el seno del Imperio otomano. El rechazo a esta segunda exigencia, que equivalía de hecho a un protectorado ruso sobre los cristianos ortodoxos, comportó, en julio de 1853, la ocupación de los principados turcos de Moldavia y Valaquia. El compromiso, auspiciado por las potencias europeas occidentales, no fue posible y el 4 de octubre, tras asegurarse el apoyo francés y británico, el Imperio otomano declaraba la guerra a Rusia.  


			Gran Bretaña mantenía un contencioso abierto con la autocracia zarista. Ésta, a diferencia de Turquía, había fijado unos altos aranceles para frenar la entrada de hilados de algodón ingleses en el mercado interior. Por lo demás, el control del espacio mediterráneo y la ruta de las Indias orientales eran motivos estratégicos de primer orden para el Imperio británico. No muy distintos eran los móviles galos: bajo Napoleón III el Estado francés había continuado proporcionando dinero y consejos al sultán, mantenía un alto volumen de comercio en la región, financiaba misiones cristianas y, por lo demás, los círculos financieros e industriales tenían en mente la construcción de un canal, el de Suez, que uniese el Mediterráneo con el océano Índico. Negocios, influencias y prestigios se religaban para explicar las pretensiones de ambas potencias occidentales en la región y justificar su entrada en guerra en el mes de marzo de 1854. A la decisión final contribuyeron tanto la destrucción previa de la flota turca como la negativa rusa a evacuar Valaquia y Moldavia.  


			A franceses y británicos se les sumarían, más adelante, Austria y el reino de Cerdeña-Piamonte. En este último caso la posibilidad de plantear la cuestión italiana en las futuras negociaciones de paz constituía el principal estímulo de una postrera beligerancia: su entrada en la Alianza datará de enero de 1855. Por su parte Austria, tras obviar las presiones alemanas a favor de la neutralidad, ocupó Valaquia y Moldavia, evacuadas por los rusos ante la amenaza del nuevo enemigo.  


			El eficaz bloqueo naval permitió a los Aliados trasladar el conflicto a territorio ruso. El objetivo central fue la fortaleza de Sebastopol, en Crimea. A pesar de las victorias Aliadas en Alma, Balaklava e Inkerman, entre septiembre y noviembre de 1854, el conflicto se estabilizó en una guerra de trincheras que amenazaba con eternizarse. La caída de Sebastopol, el 8 de septiembre de 1855, el apoyo austriaco y la muerte, en plena crisis internacional, del zar Nicolás desbloquearían la situación. Su sucesor, Alejandro II, pidió la paz. Reunidas en París, las legaciones respectivas acordaron, en marzo de 1856, el supuesto mantenimiento de la integridad del Imperio otomano. Rusia cedió la orilla izquierda del delta del Danubio, río que adquirió el estatus de internacional y de cauce abierto a la navegación comercial de todos los países. En paralelo, abandonó sus pretensiones de protección a los cristianos ortodoxos. Moldavia y Valaquia se pronunciarían en 1857, en las asambleas de Iassy y Bucarest, por la unidad en un nuevo Estado: Rumania. Habrán de esperar a 1859 para elegir a un mismo príncipe, Alejandro I, y tres años más para establecer una sola Asamblea nacional y un único Gobierno. Tanto Rumania como Serbia serían reconocidos como principados dotados de autogobierno, sustraídos de manera clara de la influencia otomana y tutelados por las potencias triunfantes en Crimea. 


			La guerra había alterado, durante un par de años, los circuitos comerciales de exportación de grano que regían en el Mediterráneo. Por lo demás, había puesto de relieve la
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